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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 21
        Mayo 28 y 29 de 2013
 


La exclusión de recursos contra las providencias que se dictan en la acción de cumplimiento, salvo la sentencia y el auto que niega pruebas, constituye una medida razonable y proporcionada que se enmarca dentro de la potestad de configuración del legislador y no vulnera el derecho de defensa ni el acceso a la administración de justicia

	      II.  EXPEDIENTE D-9341  -   SENTENCIA  C-319/13   (Mayo 28)

            M.P. Luis Ernesto Vargas Silva


1.
Norma acusada

LEY 393 DE 1997

(julio 29)

Por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política

ARTICULO 16. RECURSOS. Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno, salvo que se trate del auto que deniegue la práctica de pruebas, el cual admite el recurso de reposición que deberá ser interpuesto al día siguiente de la notificación por estado y resuelto a más tardar al día siguiente.
2.
Decisión

Declarar EXEQUIBLE la expresión “Las providencias que se dicten en el trámite de la Acción de Cumplimiento, con excepción de la sentencia, carecerán de recurso alguno” contenida en el artículo 16 de la Ley 393 de 1997, “por la cual se desarrolla el artículo 87 de la Constitución Política”, por los cargos analizados en esta sentencia.

3.
Síntesis de los fundamentos

El problema jurídico que le correspondió resolver a la Corte Constitucional en esta oportunidad consistió en determinar si la inexistencia de recursos contra las decisiones de trámite en la acción de cumplimiento, salvo la sentencia y el auto que deniega pruebas, conllevan una restricción incompatible con el derecho de defensa, el acceso a la administración de justicia y la tutela judicial efectiva. 

El análisis del Tribunal parte del amplio margen de configuración normativa del legislador en materia de definición de los procedimientos judiciales (art. 150, numerales 1 y 2 C.P.), potestad que en todo caso no es absoluta, en la medida que debe estar acorde con los principios y valores constitucionales, así como con la garantía de los derechos fundamentales. En particular, la regulación de los procedimientos tiene como límite: (i) la fijación directa en la Constitución de determinado recurso o trámite judicial; (ii) el cumplimiento de los fines esenciales del Estado y en especial de la administración de justicia; (iii) la satisfacción de principios de razonabilidad y proporcionalidad; y (iv) la eficacia de las diferentes garantías que conforman el debido proceso y el acceso a la administración de justicia. En ejercicio de dicha potestad, el legislador está facultado para fijar modelos de procedimiento que prescindan de determinadas etapas o recursos, siempre y cuando la limitación no verse sobre una instancia procesal prevista específicamente en la Constitución, cumpla con criterios de razonabilidad y proporcionalidad, y no configure una barrera injustificada para garantizar el acceso a la administración de justicia y el debido proceso. 

En cuanto al primer límite, la Corte encontró que la Constitución no prevé una regla particular que prescriba determinada modalidad de recurso dentro del trámite de la acción de cumplimiento. Antes bien, al no existir una previsión específica sobre el procedimiento aplicable, opera la cláusula general contenida en los artículos 150 y 228 de la Carta Política, que asigna al legislador una amplia potestad para la fijación de los procedimientos. Con respecto a la razonabilidad y proporcionalidad de la exclusión de recursos, plantea dudas especialmente en lo relacionado con la providencia que rechaza la demanda, la cual procede en tres eventos: a) cuando se incumplen los requisitos previstos en el artículo 10 de la Ley 393 de 1997 y estos no son subsanados en el plazo previsto para ello; b) cuando no se allegue prueba de la renuencia de la autoridad o del particular obligado, caso en el cual el rechazo es in límine; y c) cuando se trate de una actuación temeraria, al haberse formulado con idénticas partes y contenidos, de manera simultánea ante varios jueces. 

El Tribunal observó que cada uno  de estos supuestos evalúa asuntos formales sin los cuales no se puede adelantar el trámite de la acción. En el primer evento, el actor tiene una carga procesal que cumplir y la oportunidad de controvertir la inadmisión, acreditando los requisitos previstos en la ley. El segundo requisito se apoya en cuestiones objetivas, en tanto exige demostrar que se ha solicitado a la autoridad o particular el cumplimiento de la norma, o bien que ellos se han ratificado en su negativa, o no han dado respuesta en el término de 10 días. Se trata, entonces, de una verificación apenas formal que en modo alguno está dirigida a corroborar la validez de las razones que soportan el presunto incumplimiento, sino que se limita a dar cuenta de su existencia, sin ningún juicio de valor adicional. En lo que se refiere al tercer supuesto del rechazo, la Corte también encontró que versa sobre asuntos objetivos, esta vez relacionados con la identidad de acciones de cumplimiento que se presentan de manera simultánea, en abierto desgaste de la administración de justicia, con el ejercicio abusivo del derecho fundamental a obtener resolución judicial de los conflictos. 
Por lo expuesto, la Corporación consideró que la acusación de inconstitucionalidad contra la primera parte del artículo 16 de la Ley 393 de 1997 no estaba llamada a prosperar, y en consecuencia el aparte acusado debía ser declarado exequible en relación con los cargos analizados. 

